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1. RESOLUCIÓN DE 26 DE DICIEMBRE DE 2014, DE LA TESORERÍA GENERAL 

DE LA SEGURIDAD SOCIAL, POR LA QUE SE AUTORIZA LA UTILIZACIÓN 

DE TARJETAS, TANTO DE DÉBITO COMO DE CRÉDITO, COMO MEDIO DE 

PAGO DE LAS DEUDAS CON LA SEGURIDAD SOCIAL EN VÍA VOLUNTARIA 

NO INGRESADAS DENTRO DEL PLAZO REGLAMENTARIO, DE LAS DEUDAS 

EN VÍA EJECUTIVA Y DE LAS DEUDAS QUE HAYAN SIDO OBJETO DE 

RECLAMACIÓN DE DEUDA. BOE 14 DE ENERO DE 2015. 

Dicha autorización se lleva a cabo en virtud de lo dispuesto en el Reglamento General 

de Recaudación de la Seguridad Social, aprobado por RD 1415/2004, de 11 de junio (art. 

21). La utilización de tarjetas, tanto de débito como de crédito, ya se había autorizado por 

Resolución de 4 de marzo de 2011 de la TGSS como medio de pago de las deudas de 

Seguridad Social en vía ejecutiva. 

Con esta nueva Resolución se amplían los supuestos en los que se pueden utilizar 

dichas tarjetas como medio de pago: de las deudas con las Seguridad Social en vía voluntaria 

no ingresadas dentro del plazo reglamentario; y de las deudas que hayan sido objeto de 

reclamación de deuda. 

Asimismo, esta Resolución deroga la citada Resolución de 4 de marzo de 2011 y se 

incluye su contenido en esta nueva Resolución. 

2. RESOLUCIÓN DE 8 DE ENERO DE 2015, DE LA SECRETARÍA DE ESTADO 

DE LA SEGURIDAD SOCIAL, POR LA QUE SE FIJA LA FECHA A PARTIR DE 

LA CUAL LAS RESOLUCIONES POR LAS QUE SE ACUERDE LA 

INCORPORACIÓN AL SISTEMA DE LIQUIDACIÓN DIRECTA DE CUOTAS DE 

LOS SUJETOS RESPONSABLES DEL CUMPLIMIENTO DE LA OBLIGACIÓN DE 

COTIZAR, SE NOTIFICARÁN ELECTRÓNICAMENTE. BOE 14 DE ENERO DE 

2015. 

La Ley 34/2014, de 26 de diciembre, de medidas en materia de liquidación e ingreso 

de cuotas de la Seguridad Social, ha establecido un nuevo sistema de liquidación de cuotas 

de la Seguridad Social y por conceptos de recaudación conjunta en virtud del cual la TGSS 

determinará directamente la cotización correspondiente a cada trabajador, a solicitud del 

sujeto responsable de su ingreso y cuando los datos que éste debe facilitar permitan realizar 

el cálculo de la liquidación. 

Este sistema de liquidación directa de cuotas se efectúa de forma progresiva. Para 

ello, la TGSS irá dictando Resoluciones de incorporación dirigidas a cada sujeto obligado, 

notificándolo electrónicamente. 

La Orden ESS/485/2013, por las que se regulan las notificaciones y comunicaciones 

por medios electrónicos en el ámbito de la Seguridad Social, establece que para la 

efectividad de toda comunicación electrónica es necesario que la Secretaría de Estado de la 

Seguridad Social fije la fecha inicial a partir de la cual comenzará a notificarse. 

Esto es lo que hace la presente Resolución de 8 de enero de 2015: Determina que a 

partir del 15 de enero de 2015 podrán notificarse electrónicamente las Resoluciones por las 
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que se acuerde la incorporación al sistema de liquidación directa de cuotas de los sujetos 

responsables de la obligación de cotizar. 

3. ORDEN ESS/86/2015, DE 30 DE ENERO, POR LA QUE SE DESARROLLAN LAS 

NORMAS LEGALES DE COTIZACIÓN A LA SEGURIDAD SOCIAL, 

DESEMPLEO, PROTECCIÓN POR CESE DE ACTIVIDAD, FONDO DE 

GARANTÍA SALARIAL Y FORMACIÓN PROFESIONAL, CONTENIDAS EN LA 

LEY 36/2014, DE 26 DE DICIEMBRE, DE PRESUPUESTOS GENERALES DEL 

ESTADO PARA EL AÑO 2015. BOE DE 31 DE ENERO DE 2015. 

Esta Orden desarrolla lo dispuesto en el art. 103 de la LPGE para 2015. 

-Reproduce las bases y tipos de cotización reflejados en dicho texto legal y adapta las 

bases de cotización establecidas con carácter general a los supuestos de contratos a tiempo 

parcial. 

-Establece que en materia de accidentes de trabajo y enfermedades profesionales será 

de aplicación la tarifa de primas establecida en la Disp. Adic. 4ª de la Ley 42/2006, de 28 de 

diciembre, de Presupuestos Generales del Estado para el año 2007, en la redacción dada por 

la Disp. Final 19ª de la Ley 22/2013, de 23 de diciembre, de Presupuestos Generales del 

Estado para 2014. 

-Establece reglas para la cotización en contratos para la formación y el aprendizaje, 

contratos temporales de corta duración, abono de salarios retroactivos, vacaciones 

devengadas y no disfrutadas, salarios de tramitación, subsidio por desempleo. 

-Recoge la regulación que sobre la cuantía de la base mínima de cotización para 

determinados trabajadores autónomos se contiene en la DA 2ª del RDL 16/2013, de medidas 

para favorecer la contratación estable y mejorar la empleabilidad de los trabajadores. 

-Fija los coeficientes aplicables para determinar la cotización en supuestos 

específicos, como son los de convenio especial, colaboración en la gestión de la Seguridad 

Social o exclusión de alguna contingencia. 

-Establece los coeficientes para la determinación de las aportaciones a cargo de las 

Mutuas al sostenimiento de los servicios comunes de la Seguridad Social, así como los 

valores límite de los índices de siniestralidad general y de siniestralidad extrema 

correspondientes al ejercicio 2014, y el volumen de cotización por contingencias 

profesionales a alcanzar durante el período de observación, para el cálculo del incentivo 

previsto en el RD 404/2010 por el que se regula el establecimiento de un sistema de 

reducción de las cotizaciones por contingencias profesionales a las empresas que hayan 

contribuido especialmente a la disminución y prevención de la siniestralidad laboral. 
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4. ORDEN ESS/87/2015, DE 30 DE ENERO, POR LA QUE SE ESTABLECEN PARA 

EL AÑO 2015 LAS BASES DE COTIZACIÓN A LA SEGURIDAD SOCIAL DE LOS 

TRABAJADORES DEL RÉGIMEN ESPECIAL DEL MAR INCLUIDOS EN LOS 

GRUPOS SEGUNDO Y TERCERO. BOE DE 31 DE ENERO DE 2015. 

Esta Orden determina, en función de los valores medios de las remuneraciones 

percibidas en el año 2014, las bases únicas para la cotización por contingencias comunes y 

profesionales según provincias, modalidades de pesca y categorías profesionales. 

Además establece que las diferencias de cotización que se hubieran podido producir 

por la aplicación de las bases de cotización establecidas en esta orden respecto de las 

cotizaciones que a partir de 1 de enero de 2015 se hubieran efectuado, podrán ser ingresadas, 

sin recargo, en el plazo que finaliza el último día del segundo mes siguiente al de su 

publicación en el BOE. 

5. RD 7/2015, DE 16 DE ENERO, POR EL QUE SE APRUEBA LA CARTERA 

COMÚN DE SERVICIOS DEL SISTEMA NACIONAL DE EMPLEO. BOE DE 5 DE 

FEBRERO DE 2015. 

La Cartera Común de Servicios del Sistema Nacional de Empleo se define en este RD 

como el conjunto de servicios comunes cuya prestación continua, en los términos que 

establece este RD, debe ser garantizada en todo el territorio nacional y por todos los 

Servicios Públicos de Empleo, ya sea directamente o a través de su colaboración con otros 

agentes. 

Por tanto, esta Cartera Común de Servicios supone que el acceso a las prestaciones 

incluidas en cada servicio se garantizará con independencia del lugar en que se encuentre y 

con las condiciones de calidad y equidad en la atención a los usuarios en el conjunto del 

territorio nacional. Asimismo, tienen la condición de Servicios Complementarios aquéllos 

que no estén incluidos en esta Cartera Común y que sean establecidos por el Servicio Público 

de Empleo competente para su propio ámbito territorial. 

La Cartera Común estará integrada por: servicios de orientación profesional, de 

colocación y de asesoramiento a las empresas; formación y cualificación para el empleo; 

asesoramiento para el autoempleo y el emprendimiento. En este RD se establece el contenido 

de cada uno de dichos servicios y regula los principios y requisitos mínimos a los que deben 

ajustarse y los procedimientos necesarios para el adecuado seguimiento de la prestación de 

los Servicios Públicos de Empleo y para su evaluación. También establece los aspectos 

básicos de los servicios complementarios que establezcan los Servicios Públicos de Empleo 

para su propio ámbito territorial. 

Además, de acuerdo con las Recomendaciones del Consejo de la Unión Europea y de 

la OCDE de mejorar la coordinación e interacción entre las políticas activas y pasivas y que 

la percepción de las prestaciones quede más vinculada a la realización de actuaciones de 

inserción y mejora de la empleabilidad, se contemplan en este RD expresamente las 

actuaciones de activación de los solicitantes y beneficiarios de prestaciones por desempleo. 
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6. ENTIDADES DE SEGUROS.- RESOLUCIÓN DE 4 DE DICIEMBRE DE 2014, DE 

LA DIRECCIÓN GENERAL DE SEGUROS Y FONDOS DE PENSIONES, POR LA 

QUE SE FIJA EL CONTENIDO DEL INFORME ANUAL SOBRE EL GRADO DE 

CUMPLIMIENTO DE LAS DIRECTRICES Y RECOMENDACIONES DE LA 

AUTORIDAD EUROPEA DE SEGUROS Y PENSIONES DE JUBILACIÓN. BOE DE 

7 DE FEBRERO DE 2015. 

El 31 de octubre de 2013, la Autoridad Europea de Seguros y Pensiones de Jubilación 

(AESPJ), de conformidad con el art. 16 del Reglamento (UE) n.º 1094/2010 del Parlamento 

Europeo y del Consejo de 24 de noviembre de 2010, por el que se crea una Autoridad 

Europea de Supervisión (Autoridad Europea de Seguros y Pensiones de Jubilación), se 

modifica la Decisión n.º 716/2009/CE y se deroga la Decisión 2009/79/CE de la Comisión, 

una serie de directrices sobre el sistema de gobierno de las entidades aseguradoras, la 

evaluación interna prospectiva de los riesgos, el suministro de información al supervisor y la 

solicitud previa de modelos internos, dirigidas a las Autoridades de Supervisión. Estas 

directrices indican la manera de proceder en la fase preparatoria previa a la aplicación de la 

Directiva 2009/138/CE del Parlamento y del Consejo, de 25 de noviembre de 2009, sobre el 

seguro de vida, el acceso a la actividad de seguro y de reaseguro y su ejercicio, en adelante 

Directiva de Solvencia II. 

Dichas directrices, que son de aplicación desde el 1 de enero de 2014, tienen como 

objeto que las entidades aseguradoras y reaseguradoras, y los grupos de entidades 

aseguradoras y reaseguradoras, estén preparadas, dentro de los ámbitos descritos 

anteriormente, para cuando sea plenamente aplicable, con carácter obligatorio, el régimen de 

la Directiva de Solvencia II a partir del 1 de enero de 2016. Al mismo tiempo se pretende 

evitar que cada Estado miembro cree soluciones de ámbito nacional, facilitando con estas 

directrices un criterio coherente y convergente en relación con la preparación a la Directiva 

de Solvencia II. 

Con arreglo a dichas directrices, se dictó la Orden ECC/730/2014, de 29 de abril, de 

medidas temporales para facilitar la progresiva adaptación de las entidades aseguradoras y 

reaseguradoras al nuevo régimen de Solvencia II, cuyo art. 1.3 establece la obligación para 

las entidades de elaborar un informe anual referido al ejercicio 2014 y otro al ejercicio 2015, 

sobre el grado de cumplimiento de las directrices y recomendaciones de la Autoridad 

Europea de Seguros y Pensiones de Jubilación (AESPJ). El art. 1.9 de la misma Orden 

establece, también, que la Dirección General de Seguros y Fondos de Pensiones podrá fijar 

por resolución el contenido del referido informe. 

La presente Resolución tiene como finalidad concretar el contenido del informe anual 

sobre el grado de cumplimiento de las directrices y recomendaciones de la Autoridad 

Europea de Seguros y Pensiones de Jubilación (AESPJ), sobre el sistema de gobierno, la 

evaluación interna prospectiva de los riesgos, la solicitud previa de modelos internos y el 

suministro de información (en adelante, informe anual sobre el grado de cumplimiento) que 

deben remitir a la Dirección General de Seguros y Fondos de Pensiones. Se establece, 

además, que la información sea remitida en soporte electrónico. 
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7. REAL DECRETO 69/2015, DE 6 DE FEBRERO, POR EL QUE SE REGULA EL 

REGISTRO DE ACTIVIDAD DE ATENCIÓN SANITARIA ESPECIALIZADA. BOE 

DE 10 DE FEBRERO DE 15. 

La Ley 16/2003, de 28 mayo, de cohesión y calidad del Sistema Nacional de Salud, 

dispone, en su artículo 53, que el Ministerio de Sanidad, Servicios Sociales e Igualdad 

establecerá un sistema de información sanitaria del Sistema Nacional de Salud (SNS) que 

garantice la disponibilidad de la información y la comunicación recíprocas entre las 

administraciones sanitarias. Para ello, en el seno del CISNS se acordarán los objetivos y 

contenidos de la información. Además, en el año 2008 se aprobó en la Unión Europea el 

Reglamento (CE) n.º 1338/2008 del Parlamento Europeo y del Consejo, de 16 de diciembre 

de 2008, sobre estadísticas comunitarias de salud pública y de salud y seguridad en el 

trabajo, en el cual se sientan las bases para la constitución de un sistema de información 

sobre salud pública que ofrezca una visión general sobre el estado de salud y sus 

determinantes así como de los sistemas sanitarios de los Estados miembros. 

El Real Decreto 1658/2012, de 7 de diciembre, por el que se aprueba el Plan 

Estadístico Nacional 2013-2016 (PEN), es el marco normativo que engloba todas las 

operaciones estadísticas producidas para fines estatales garantizando el suministro al Estado, 

a la Unión Europea, a las Instituciones y a los usuarios de la información estadística 

necesaria. El PEN incluye la explotación estadística del CMBD entre las operaciones 

estadísticas del sector salud. A lo largo de todos estos años, el CMBD estatal ha ido 

incorporando nuevas variables, como el tipo de financiación, el CIP (código de identificación 

personal) de las tarjetas sanitarias individuales y la identificación del servicio clínico 

responsable del alta del paciente, la actividad ambulatoria, el hospital de día médico y la 

hospitalización a domicilio. El resultado de estas experiencias ha servido de modelo para 

articular, con base en el CMBD estatal, la actual propuesta de estructura del Registro de 

actividad de atención sanitaria especializada. 

Este RD regula el Registro de Actividad de Atención Sanitaria Especializada, con 

base en el actual Conjunto Mínimo Básico de Datos, estableciendo su estructura y contenido. 

Se trata de un registro administrativo que se integra en el Sistema de Información Sanitaria 

del Sistema Nacional de Salud, y persigue un triple objetivo: 

a) Conocer la demanda asistencial y la morbilidad atendida en los dispositivos de 

atención especializada y favorecer la realización de estudios de investigación clínica, 

epidemiológica y de evaluación de servicios sanitarios y de resultados en salud. 

b) Proporcionar a los registros autonómicos la información necesaria para la 

evaluación y control de la atención prestada en el conjunto del Sistema Nacional de Salud a 

sus ciudadanos. 

c) Facilitar la realización de estadísticas del sector salud a nivel estatal, así como las 

que deriven de compromisos con organismos oficiales internacionales. 

Esta normativa afecta tanto a hospitales como a centros ambulatorios que prestan 

servicios de atención especializada, tanto públicos como privados. 
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8. RESOLUCIÓN DE 13 DE FEBRERO DE 2015, DEL SERVICIO PÚBLICO DE 

EMPLEO ESTATAL, POR LA QUE SE PRORROGA LA VIGENCIA DE LA 

RESOLUCIÓN DE 1 DE AGOSTO DE 2013, MODIFICADA POR LA DE 30 DE 

JULIO DE 2014, POR LA QUE SE DETERMINA LA FORMA Y PLAZOS DE 

PRESENTACIÓN DE SOLICITUDES Y DE TRAMITACIÓN DE LAS AYUDAS 

ECONÓMICAS DE ACOMPAÑAMIENTO INCLUIDAS EN EL PROGRAMA DE 

RECUALIFICACIÓN PROFESIONAL DE LAS PERSONAS QUE AGOTEN SU 

PROTECCIÓN POR DESEMPLEO PRORROGADO POR EL REAL DECRETO-

LEY 1/2013, DE 25 DE ENERO. BOE DE 21 DE FEBRERO DE 2015. 

El Real Decreto-ley 1/2013, de 25 de enero, por el que se prorroga el programa de 

recualificación profesional de las personas que agoten su protección por desempleo y se 

adoptan otras medidas urgentes para el empleo y la protección social de las personas 

desempleadas, en su Disp. Adic. 2ª, establece la prórroga automática de la vigencia de dicho 

programa, por periodos sucesivos de seis meses, siempre que la tasa de desempleo sea 

superior al 20 por ciento según la última Encuesta de Población Activa publicada con 

anterioridad a la fecha de la prórroga. 

Puesto que la tasa de desempleo publicada en la Encuesta de Población Activa del 

cuarto trimestre de 2014 ha sido del 23,70 por ciento, es decir superior al 20 por ciento, 

queda prorrogada por seis meses más la vigencia del mencionado programa. 

Esta Resolución prorroga por un periodo de seis meses, a partir del 16 de febrero de 

2015, la vigencia de la Resolución de 1 de agosto de 2013, modificada por la Resolución de 

30 de julio de 2014, del Servicio Público de Empleo Estatal, por la que se determina la forma 

y plazos de presentación de solicitudes y de tramitación de las ayudas económicas de 

acompañamiento incluidas en el programa de recualificación profesional de las personas que 

agoten su protección por desempleo prorrogado por el Real Decreto-ley 1/2013, de 25 de 

enero. Por tanto, se prorroga el Programa PREPARA hasta el 15 de agosto de 2015. 

Será de aplicación a las personas desempleadas por extinción de su relación laboral e 

inscritas como demandantes de empleo en las Oficinas de Empleo que, dentro del período 

comprendido entre los días 16 de febrero y 15 de agosto de 2015, ambos inclusive, agoten la 

prestación por desempleo de nivel contributivo y no tengan derecho a cualquiera de los 

subsidios por desempleo establecidos en el texto refundido de la Ley General de la Seguridad 

Social, aprobado por Real Decreto Legislativo 1/1994, de 20 de junio, o bien hayan agotado 

alguno de estos subsidios, incluidas sus prórrogas, y reúnan el resto de los requisitos 

establecidos en el Real Decreto-ley 23/2012, de 24 de agosto. 

9. RESOLUCIÓN DE 12 DE FEBRERO DE 2015, DE LA DIRECCIÓN GENERAL 

DE MIGRACIONES, POR LA QUE SE PRORROGA EL DERECHO A 

ASISTENCIA SANITARIA PARA TODOS AQUELLOS BENEFICIARIOS DE 

PRESTACIÓN ECONÓMICA, POR RAZÓN DE NECESIDAD, A FAVOR DE LOS 

ESPAÑOLES RESIDENTES EN EL EXTERIOR QUE ACREDITASEN ESTA 

CONDICIÓN A 31 DE DICIEMBRE DE 2014. BOE DE 24 DE FEBRERO DE 2015. 

Se establece esta Resolución conforme al Real Decreto 8/2008, de 11 de enero (BOE 

24 de enero), que garantiza la prestación de asistencia sanitaria y establece, en su Capítulo 
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III, los términos en que los beneficiarios de las Prestaciones económicas por razón de 

necesidad tendrán cubierta esta contingencia cuando carezcan de ésta en el país de residencia 

o sea insuficiente. 

Por otra parte el art. 21.3 del mencionado Real Decreto indica que siempre que exista 

suficiencia presupuestaria, también podrán beneficiarse otros españoles residentes en los 

países en los que se haya suscrito un Convenio para la prestación de la asistencia sanitaria, en 

situación de necesidad debidamente acreditada, así como el cónyuge y los familiares de 

nacionalidad española, por consanguinidad o adopción en primer grado de los beneficiarios, 

siempre que dependan económicamente de estos y además formen parte de la unidad 

económica de convivencia. 

Por todo ello, a través de esta Resolución se resuelve mantener el derecho a la 

protección de asistencia sanitaria hasta el 31 de diciembre de 2015 para todos aquellos 

españoles residentes en el exterior que hubieran acreditado la condición de beneficiario de 

prestación económica por razón de necesidad a favor de los españoles residentes en el 

exterior a 31 de diciembre de 2014. 

10. REAL DECRETO-LEY 1/2015, DE 27 DE FEBRERO, DE MECANISMO DE 

SEGUNDA OPORTUNIDAD, REDUCCIÓN DE CARGA FINANCIERA Y OTRAS 

MEDIDAS DE ORDEN SOCIAL. (BOE 28 DE FEBRERO DE 2015) 

Este RD regula un mecanismo enmarcado dentro de la llamada legislación sobre 

segunda oportunidad. Su objetivo es permitir “que una persona física, a pesar de un fracaso 

económico empresarial o personal, tenga la posibilidad de encarrilar nuevamente su vida e 

incluso de arriesgarse a nuevas iniciativas, sin tener que arrastrar indefinidamente una losa 

de deuda que nunca podrá satisfacer”. 

A esta finalidad responde la primera parte de este real decreto-ley, por el cual se 

regulan diversos mecanismos de mejora del Acuerdo Extrajudicial de Pagos introducido en 

nuestra legislación concursal por la Ley 14/2013, de 27 de septiembre, de apoyo a los 

emprendedores y su internacionalización, y se introduce un mecanismo efectivo de segunda 

oportunidad para las personas físicas destinado a modular el rigor de la aplicación del 

artículo 1911 del Código civil. Según la Exposición de Motivos, el mecanismo de segunda 

oportunidad diseñado por este real decreto-ley establece los controles y garantías necesarios 

para evitar insolvencias estratégicas o facilitar daciones en pago selectivas. “Se trata de 

permitir que aquél que lo ha perdido todo por haber liquidado la totalidad de su patrimonio 

en beneficio de sus acreedores, pueda verse liberado de la mayor parte de las deudas 

pendientes tras la referida liquidación”. 

En esta línea se modifican la Ley 22/2003, de 9 de julio, Concursal; el Real Decreto-

ley 6/2012, de 9 de marzo, de medidas urgentes de protección de deudores hipotecarios sin 

recursos; la Ley 1/2013, de 14 de mayo, de medidas para reforzar la protección a los 

deudores hipotecarios, reestructuración de deuda y alquiler social; la Ley 35/2006, de 28 de 

noviembre, del Impuesto sobre la Renta de las Personas Físicas y modificación parcial de las 

leyes de los Impuestos sobre Sociedades, sobre la Renta de no Residentes y sobre el 

Patrimonio. 
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Se contienen además en el RDL diversas medidas de orden social: 

1) En primer lugar, se acometen determinadas medidas en el ámbito tributario 

destinadas a rebajar la carga fiscal de determinados colectivos especialmente vulnerables. De 

esta manera, se modifica la Ley 35/2006, de 28 de noviembre, del Impuesto sobre la Renta 

de las Personas Físicas y de modificación parcial de las leyes de los Impuestos sobre 

Sociedades, sobre la Renta de no Residentes y sobre el Patrimonio con la finalidad de 

permitir a nuevos colectivos la aplicación de las deducciones previstas en el artículo 81 bis 

de esta Ley. 

De esta forma, en primer lugar, se extiende el incentivo fiscal no solo a ascendientes 

que forman parte de familias numerosas sino también a aquellos que forman una familia 

monoparental con dos descendientes que, entre otros requisitos, dependen y conviven 

exclusivamente con aquel. Al mismo tiempo, se permitirá la aplicación de las nuevas 

deducciones reguladas en dicho artículo a los contribuyentes que perciban prestaciones del 

sistema público de protección de desempleo o pensiones de los regímenes públicos de 

previsión social o asimilados y tengan un ascendiente o descendiente con discapacidad a su 

cargo o formen parte de una familia numerosa o de la familia monoparental señalada 

anteriormente, y no sólo a los trabajadores por cuenta propia o ajena. Adicionalmente, se 

declaran exentas las rentas que se pudieran poner de manifiesto como consecuencia de quitas 

y daciones en pago de deudas, establecidas en un convenio aprobado judicialmente conforme 

al procedimiento establecido en la Ley 22/2003, de 9 de julio, Concursal, en un acuerdo de 

refinanciación judicialmente homologado a que se refiere el artículo 71 bis y la disposición 

adicional cuarta de dicha ley, o en un acuerdo extrajudicial de pagos a que se refiere el título 

X de la misma ley, siempre que las deudas no deriven del ejercicio de actividades 

económicas, ya que, en este caso, su régimen está previsto en la disposición final segunda del 

Real Decreto-ley 4/2014, de 7 de marzo, por el que se adoptan medidas urgentes en materia 

de refinanciación y reestructuración de deuda empresarial. 

2) En segundo lugar, en el ámbito de las Administraciones Públicas, se recoge la 

propuesta al Gobierno de la Mesa General de Negociación de la Administración General del 

Estado para materias comunes a personal funcionario, estatutario y laboral y la Mesa General 

de Negociación del personal funcionario de la Administración General del Estado, en su 

sesión conjunta celebrada el 31 de julio de 2014, de tres iniciativas de reforma normativa 

para la mejora de los mecanismos de participación y negociación colectiva en el ámbito de la 

Administración General del Estado: 

-Se mejora la articulación contenida en la Ley 7/2007, de 12 de abril, del Estatuto 

Básico del Empleado Público, en materia de órganos de representación del personal 

estatutario del ámbito sanitario, del personal docente no universitario, así como se aclara el 

correspondiente al personal al servicio de la Administración de Justicia. 

-Se introduce una mejora técnica en la redacción actual del art. 35 del Estatuto Básico 

del Empleado Público que, al regular la composición y constitución de las Mesas de 

Negociación, en su versión hasta ahora vigente se refiere únicamente a materias que afectan 

al personal funcionario, cuando resulta necesario que dicha regulación se haga extensible 

también a las materias comunes al personal funcionario, estatutario y laboral. Con ello, se 

pretende dar apoyo legal a lo que hasta ahora es una práctica común en la negociación 
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colectiva: efectuar una negociación global y de conjunto para las distintas tipologías de 

personal que concurren en la Administración. 

-en tercer lugar, se introduce una nueva disposición adicional en el Estatuto Básico 

del Empleado Público en materia de Mesas de Negociación correspondientes a ámbitos 

específicos de negociación, distintos en puridad a los previstos en su artículo 34.4. En este 

sentido, es en dicho ámbito donde se lleva a cabo la negociación sobre las condiciones de 

trabajo y, si bien afecta a determinados colectivos de empleados públicos que pueden estar 

adscritos a distintas Administraciones Públicas, en realidad esta negociación recae sobre la 

competencia de la Administración General del Estado. Con la introducción de esta 

disposición adicional, se pretende suplir un importante vacío legal referido a estas Mesas, 

además de completar la insuficiencia del régimen normativo hasta ahora vigente. 

3) Por su parte, en el ámbito de las políticas públicas de empleo y Seguridad Social, 

se establece un nuevo incentivo para la creación de empleo estable, consistente en la fijación 

de un mínimo exento en la cotización empresarial por contingencias comunes a la Seguridad 

Social por la contratación indefinida de trabajadores. Al amparo de esta nueva regulación, de 

la que se podrán beneficiar todas las empresas que contraten de forma indefinida y creen 

empleo neto, los primeros 500 euros de la base mensual correspondiente a contingencias 

comunes quedarán exentos de cotización empresarial cuando el contrato se celebre a tiempo 

completo. Cuando el contrato se celebre a tiempo parcial, dicha cuantía se reducirá en 

proporción al porcentaje en que disminuya la jornada de trabajo, que no podrá ser inferior al 

50 por 100 de la jornada de un trabajador a tiempo completo. Este beneficio en la cotización 

consistirá en una bonificación, a cargo del Servicio Público de Empleo Estatal, en caso de 

que el contrato indefinido se formalice con jóvenes inscritos en el Sistema Nacional de 

Garantía Juvenil, y en una reducción, a cargo del sistema de la Seguridad Social, en los 

demás supuestos. Al igual que la tarifa plana de cotización, la bonificación o reducción se 

aplicará durante un período de 24 meses. En el caso de empresas con menos de diez 

trabajadores la medida se prolongará durante 12 meses más, quedando exentos durante este 

último período de la aplicación del tipo de cotización los primeros 250 euros de la base de 

cotización o la cuantía que proporcionalmente corresponda en los supuestos de contratación 

a tiempo parcial. 

Respecto a los requisitos para disfrutar del nuevo beneficio en la cotización, a los 

supuestos en que no procede su aplicación, a las incompatibilidades y el reintegro de 

cantidades por aplicación indebida del mismo, son muy similares a los establecidos para la 

tarifa plana de cotización en el Real Decreto-ley 3/2014, de 28 de febrero, en aras de la 

continuidad y simplicidad del sistema. 

La aplicación de la bonificación o reducción a que se refiere este artículo no afectará a 

la determinación de la cuantía de las prestaciones económicas a que puedan causar derecho 

los trabajadores afectados, que se calculará aplicando el importe íntegro de la base de 

cotización que les corresponda. 

Para el supuesto de contratación indefinida de beneficiarios del Sistema Nacional de 

Garantía Juvenil, se permite la compatibilización de los incentivos previstos en el artículo 

107 de la Ley 18/2014, de 15 de octubre, de aprobación de medidas urgentes para el 

crecimiento, la competitividad y la eficiencia, y también se declara compatible con la ayuda 
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económica de acompañamiento que perciban los beneficiarios del Programa de Activación 

para el Empleo, en caso de formalizarse el contrato con ellos. El nuevo beneficio en la 

cotización por contratación indefinida coexistirá hasta el 31 de marzo de 2015 con el 

regulado en el Real Decreto-ley 3/2014, de 28 de febrero, previéndose en la disposición 

transitoria segunda del real decreto-ley que los beneficios a la cotización a la Seguridad 

Social que se vinieran disfrutando por los contratos indefinidos celebrados con anterioridad a 

la fecha de su entrada en vigor, se regirán por la normativa vigente en el momento de su 

celebración. 

4) En el RDL se contienen además otras medidas relativas al fomento del empleo en 

el ámbito de la Seguridad Social. Así, por un lado, se sitúa en 20 el número de jornadas 

reales cotizadas exigidas a los trabajadores eventuales agrarios de determinadas provincias 

para poder ser beneficiarios del subsidio por desempleo contemplado en el RD 5/1997, de 10 

de enero, y en el artículo tercero de la Ley 45/2002, de 12 de diciembre, de medidas urgentes 

para la reforma del sistema de protección por desempleo y mejora de la ocupabilidad, así 

como de la renta agraria regulada por el RD 426/2003, de 11 de abril. Por otro lado, se 

establecen beneficios de Seguridad Social para aquellos supuestos en los que el profesional 

autónomo deba atender obligaciones familiares que puedan influir en su actividad. 

Finalmente, se establecen “Medidas relativas al ámbito de la Administración de 

Justicia», de su título II, en cuyo único artículo se modifica la Ley 10/2012, de 20 de 

noviembre, por la que se regulan determinadas tasas en el ámbito de la Administración de 

Justicia y del Instituto Nacional de Toxicología y Ciencias Forenses, para adecuar el régimen 

de tasas judiciales a la concreta situación de los sujetos obligados al pago de la misma. 

-Real Decreto-Ley para la reforma urgente del Sistema de Formación Profesional para 

el Empleo en el ámbito laboral. 

La reforma ha sido fruto del proceso de diálogo y participación con los agentes 

sociales que comienza en el Acuerdo de propuestas para la negociación tripartita para 

fortalecer el crecimiento económico y el empleo, de 29 de julio de 2014, firmado por el 

presidente del Gobierno, Mariano Rajoy, y los Interlocutores Sociales (CC.OO., UGT, 

CEOE, Cepyme). 

Se establece un nuevo modelo de formación profesional para el empleo en el ámbito 

laboral, cuyos objetivos estratégicos son: favorecer la creación de empleo estable y de 

calidad; contribuir a la competitividad empresarial; garantizar el derecho a la formación 

laboral, especialmente de los más vulnerables; ofrecer garantías de empleabilidad y 

promoción profesional de los trabajadores; y consolidar en el sistema productivo una cultura 

de la formación. 

Además, la reforma pretende alcanzar otros objetivos de carácter instrumental: 

-Lograr una mayor eficacia, eficiencia y transparencia en la gestión de los recursos 

empleados y evitar cualquier tipo de irregularidad en la gestión de fondos públicos, en este 

caso ligados al empleo. 
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-Coordinar a todos los actores y a las Administraciones públicos que participan en el 

sistema, con un marco jurídico adecuado, estable y común para todos, lo que ahondará en la 

necesaria unidad de mercado. 

-Para conseguir estos objetivos, Gobierno, comunidades autónomas y agentes sociales 

colaborarán en la prospección, planificación y programación de la actividad formativa. 

El nuevo modelo de formación profesional para el empleo será de aplicación a todas 

las Administraciones públicas, y estará al servicio de empresas y trabajadores en cualquier 

parte del territorio, respetando el marco competencial y atendiendo a las necesidades 

específicas del tejido productivo de cada comunidad autónoma. 

En cuanto a la gobernanza del modelo, los agentes sociales, incluidas las asociaciones 

de autónomos y de la Economía Social, y la negociación colectiva tendrán un protagonismo 

esencial, ya que deben liderar el diseño estratégico de la formación profesional. Se 

desarrollará un sistema de observación y prospección del mercado de trabajo, basado en la 

coordinación de todos los actores que pueden aportar su conocimiento al sistema: 

Administraciones, agentes sociales, expertos en la materia… Y se llevará a cabo una 

planificación estratégica plurianual. 

Se implantará la cuenta-formación que acompañará al trabajador a lo largo de su 

carrera profesional al objeto de acreditar su historial formativo y de orientar la oferta 

formativa al incremento de su empleabilidad. 

La tele-formación se configura como un instrumento que debe permitir dotar al 

sistema de mayor eficacia y flexibilidad y superar las limitaciones del calendario formativo 

condicionado por la tramitación administrativa. 

En el nuevo modelo, la formación en el seno de la empresa será clave y contará con la 

máxima flexibilidad en la gestión, incluida la posibilidad de impartición en la propia empresa 

cuando dispongan de los medios necesarios para ello, sean propios o contratados. 

Alternativamente, las empresas podrán encomendar la impartición de la formación a 

una entidad externa (agentes sociales, estructuras paritarias u otras entidades externas…), 

que en todo caso deberá estar acreditada y/o inscrita en el correspondiente registro y cuya 

actividad específica podrá ser financiada, teniendo responsabilidad solidaria en relación a la 

formación impartida. 

Además, se simplificarán los procedimientos de gestión, reduciendo los plazos de 

comunicación a la Administración, y se facilitará el desarrollo de acciones formativas 

ajustadas a las necesidades reales e inmediatas de empresas y trabajadores. En cuanto a la 

gestión de la formación de oferta, en todos los casos se realizará en régimen de concurrencia 

competitiva y sólo entre las entidades que impartan la formación conforme a los requisitos 

establecidos de registro y/o de acreditación. 

En relación con la formación para desempleados, se pondrá en marcha el “cheque-

formación” para que pueda ser el desempleado quien elija la entidad de la que recibe 

formación, sin perjuicio del asesoramiento previo y seguimiento por parte del Servicio 
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Público de Empleo y sujeto a los necesarios mecanismos de información y seguimiento 

específicos que se desarrollen para ello. 

Además, la formación que no se realice en el seno de la empresa sólo podrá impartirse 

por entidades formativas acreditadas y/o inscritas. Asimismo, estas entidades no podrán 

subcontratar con terceros la ejecución de la actividad formativa que les sea adjudicada. 

Otras novedades relacionadas con la formación de oferta son: El pago anticipado en 

ningún caso podrá superar el 25 por ciento y se prohíbe la subcontratación. El régimen de 

concesión directa sólo podrá utilizarse en los supuestos excepcionales previstos en la Ley 

General de Subvenciones. Y para ahondar en la simplificación, se posibilitará un sistema de 

justificación por módulos, se racionalizará la información que se solicita a los potenciales 

beneficiarios y se dará estabilidad a las normas de justificación y metodologías de 

valoración. 

Se apuesta por la evaluación permanente de la calidad y el principio de tolerancia cero 

contra el fraude mediante la creación de una Unidad Especial, dentro de la Inspección de 

Trabajo y Seguridad Social, para el control de las actividades de formación con capacidad 

efectiva de sanción por irregularidades. Además, se aprueba un nuevo régimen sancionador 

que incluye, entre otras cuestiones, la imposibilidad para los beneficiarios de volver a 

trabajar para la Administración pública en el ámbito de la 

Papel de los interlocutores sociales 

En este nuevo modelo el papel de los agentes sociales, especialmente de las 

organizaciones empresariales y sindicales, sigue estando presente y sigue siendo 

determinante en la planificación estratégica, aunque no actuarán como gestores directos de la 

formación. Se transformará la Fundación Tripartita para la Formación en el Empleo en la que 

los representantes de la Administración General del Estado representarán a la mayoría de sus 

miembros. También, las organizaciones de autónomos y de la economía social tendrán un 

papel determinante en la detección de necesidades, así como el diseño, la programación y la 

difusión de la oferta formativa dirigida específicamente a trabajadores autónomos y de la 

economía social en el ámbito de participación que se establezca. 

Se reconoce, además un nuevo derecho a los trabajadores autónomos, el derecho a la 

formación profesional para el empleo. Además, la extensión de la formación en el ámbito de 

la micro-PYME debe ser estratégica, ya que el alcance de la formación en la gran empresa se 

sitúa en torno al 93%, si bien sólo el 26% de las empresas de menos de 10 trabajadores 

participa en la formación de demanda. 


